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	Norma demandada
	Artículo 24. Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas.
‘‘Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:
(…)
Parágrafo 3°. Las autoridades administrativas tramitarán los procesos a través de las mismas vías procesales previstas en la ley para los jueces.
Las providencias que profieran las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales no son impugnables ante la jurisdicción contencioso administrativa.
Las apelaciones de providencias proferidas por las autoridades administrativas en primera instancia en ejercicio de funciones jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior funcional del juez que hubiese sido competente en caso de haberse tramitado la primera instancia ante un juez y la providencia fuere apelable.
Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el juez en única instancia, los asuntos atribuidos a las autoridades administrativas se tramitarán en única instancia.
(…)
Parágrafo 5°. Las decisiones adoptadas en los procesos concursales y de reorganización, de liquidación y de validación de acuerdos extrajudiciales de reorganización, serán de única instancia, y seguirán los términos de duración previstos en el respectivo procedimiento.
(…)’’
 (Se subraya el texto demandado)
Artículo 626. Derogaciones. 
‘‘Deróguense las siguientes disposiciones:
a) Corregido por el art. 16, Decreto Nacional 1736 de 2012. A  partir de la promulgación de esta ley quedan derogados: artículos 126, 128, la expresión "y a recibir declaración a los testigos indicados por los solicitantes" del 129, 130, 133, la expresión "practicadas las diligencias indicadas en el artículo 130" del 134, las expresiones "y no hubiere por este tiempo de practicar las diligencias de que habla el artículo 130" y "sin tales formalidades" del 136 y 202 del Código Civil; artículos 9° y 21 del Decreto 2651 de 1991; los artículos 8° inciso 2° parte final, 209 A y 209 B de la Ley 270 de 1996; el artículo 148 de la Ley 446 de 1998; 211 y 544 del Código de Procedimiento Civil; el numeral 1 del artículo 19 y la expresión "por sorteo público" del artículo 67 inciso 1° de la Ley 1116 de 2006; el inciso 2° del artículo 40 de la Ley 1258 de 2008; la expresión "que requerirá presentación personal" del artículo 71, el inciso 1° del artículo 215 y el inciso 2° del artículo 309 de la Ley 1437 de 2011; la expresión "No se requerirá actuar por intermedio de abogado" del artículo 58 numeral 4, el literal e) del numeral 5 del artículo 58 y el numeral 8del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011; el artículo 34 del Decreto-ley 19 de 2012; y, cualquier norma que sea contraria a las que entran en vigencia a partir de la promulgación de esta ley.
(…)’’
(Se subraya el texto demandado) 



1. Cargos del accionante
Las normas demandas vulneran los artículos 152,153 y 29 de la Constitución Política, en las que se consagran, respectivamente, qué regulan las leyes estatutarias; cómo se expiden las mismas y, por último, el principio del debido proceso. 
De acuerdo con las normas constitucionales mencionadas, la expedición de una ley estatutaria se encuentra sujeta a un trámite especial; y la modificación o derogación de una norma que integre la misma también deberá realizarse por medio de otra ley estatutaria (artículo 153). Así, siendo la ley 1564 de 2012 una ley ordinaria, la derogatoria tácita y expresa del artículo 8 de la ley estatutaria de la administración de justicia, establecida en el artículo 24 y en el artículo 626, implica un desconocimiento de la Constitución Política. 
Por otro lado, la derogatoria del artículo 8 de la ley estatutaria de la administración de justicia, viola el principio constitucional del debido proceso (artículo 29), en tanto que con ello se eliminó el principio de la doble instancia en los procesos jurisdiccionales que tramiten las entidades públicas como las Superintendencias.
1. Actuación
La demanda fue archivada el 9 de junio de 2017. 
